
QUE CREA LA LEY GENERAL DE PROTECCIÓN A LAS FAMILIAS NUMEROSAS, A CARGO DEL 
DIPUTADO MARIO ENRIQUE DEL TORO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD  

El suscrito diputado federal Mario Enrique del Toro, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la 
Revolución Democrática en la LX Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 fracción II, 
73 fracción XXV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 55, fracción II del 
Reglamento Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a la 
consideración de la asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se crea la Ley General 
de Protección a las Familias Numerosas, al tenor de la siguiente  

Exposición de Motivos  

Durante miles y miles de años el desarrollo del género humano ha estado confiado a la movilidad social que el 
espacio y tiempo específico le han requerido. Hacia finales del siglo 20 se llegó a la cifra cumbre de los 6 mil 
millones de seres humanos sobre la tierra, con una cuadruplicación de la población mundial en menos de un 
siglo, pero más por una impresionante capacidad de adaptación para sobrevivir a las nuevas condiciones que 
presenta la modernidad: sociedades globalizadas frente a mercados competitivos y abiertos.  

Si se exceptúa la época griega, apenas hace un poco más de 300 años que se estudia con cierto rigor científico 
el comportamiento de la sociedad, desde los aspectos materiales, como la utilización de la naturaleza para 
satisfacer necesidades, hasta los asuntos más refinados e intrincados de la vida espiritual.  

A partir del siglo 20 se ha hecho conciencia sobre la idea de que es necesario trabajar sobre las bases para 
proveer a las generaciones venideras de un mejor futuro, ya no como producto de un instinto individual sino de 
un proceso social incluyente, cuyos resultados puedan ser determinados en función de la educación, trabajo, 
planeación e igualdad de oportunidades.  

Diversos estudiosos han coincidido desde la década de los 90 y hasta los inicios del presente siglo, que existe la 
necesidad de revisar los esquemas de estructuras sociales y de cooperación que generan el desarrollo 
sustentable. Esto no supone una novedad, ya que históricamente el desarrollo y la cooperación se caracterizan 
por su permanente adaptación a las condiciones cambiantes de la sociedad.  

Por otro lado, la progresiva aceptación de un nuevo enfoque desde el punto de vista del desarrollo humano ha 
abierto un nuevo debate sobre los objetivos de las estructuras básicas sociales y los modelos de cooperación 
para el desarrollo. El cambio de énfasis en la prioridad del crecimiento de las capacidades de las personas, la 
revaloración y nuevo posicionamiento de la familia, introducen nuevas perspectivas que hacen mayormente 
dinámico el estudio de las sociedades. Temas como, por ejemplo, la participación, la igualdad entre hombres y 
mujeres, la desigualdad entre países y dentro de cada país, las libertades políticas y los derechos humanos, las 
instituciones globales, los bienes públicos mundiales y el nuevo rol de la familia como formadora de individuos 
integrales entre otros, muestran un horizonte amplio de cuestiones donde la cooperación y el desarrollo 
encuentra un ámbito propio en la construcción de una sociedad más incluyente y justa.  

Ahora bien, la familia como forma básica de convivencia, es sin duda alguna la principal conexión entre los 
individuos y la sociedad. Es el espacio primigenio para la reflexión y la responsabilidad social, que debe ofrecer 
las mejores condiciones para asegurar a cada individuo un desarrollo integral. Por tanto, compete a la familia la 
trascendental labor de comunicar y desarrollar los valores necesarios para la formación y perfeccionamiento de 
la persona y por tanto de la sociedad.  

En nuestros días, la familia debe tener preeminencia natural sobre las demás formas sociales, incluso el Estado. 
Es un fin prioritario de este, el hacer posible y facilitar el cumplimiento de la misión propia de la familia, que 
no puede realizarse plenamente sino dentro de un orden justo e incluyente. Por su parte, esta debe cooperar con 
las instituciones en un marco de respeto y legalidad a fin de cumplir con la encomienda fundamental de 
orientar, educar y proteger a sus miembros.  



La transformación del mundo ha influido sin duda alguna en las nuevas formas de familia, lo que ha tenido 
como resultado, una nueva integración y la presencia de nuevas problemáticas.  

Para la protección de cada uno de sus miembros se requiere adaptar el marco legal a las nuevas realidades, las 
reformas y adiciones a nuestras leyes manifiestan un derecho vivo que surge de las transformaciones sociales: 
es por ello que nos corresponde analizar y conocer de está problemática, y coadyuvar en el perfeccionamiento 
de los marcos legales.  

Sin duda alguna, una de las prioridades del Estado moderno, debe ser el de proveer de oportunidades iguales a 
cada individuos y procurar el equilibrio social. Por tanto es imperativo que el Estado y la sociedad coadyuven 
en esfuerzos conjuntos que permitan la protección de los derechos fundamentales de cada miembro dentro la 
familia. Como en todos los campos de su actividad, el Estado está obligado a respetar la preeminencia de la 
familia, así como garantizar, en las leyes y en la práctica, las libertades de cada uno de sus miembros, sin 
importar su edad y capacidad. Sin embargo la ley debe contener elementos que permitan el reestablecimiento 
del equilibrio en el seno familiar, cuando este es vulnerado, o hacer participe al Estado mismo en la 
restauración del equilibro cuando esté, pueda ser reparado con base en políticas públicas que permitan una 
mejor calidad de vida a los individuos y sus familias, no importando el número de integrante de esta.  

Por lo anterior, la familia numerosa en nuestro tiempo, debe ser analizada y atendida con un nuevo enfoque que 
permita su mejor integración y desarrollo. Actualmente 23.6 por ciento de los 24 millones 803 mil 524 hogares 
de México son considerados como hogares familiares extensos (5 individuos o más en el mismo techo) de estos 
cerca del 70 por ciento viven en pobreza y 25 por ciento en pobreza extrema, Tlaxcala, Sinaloa, Puebla, 
Oaxaca, Hidalgo, Guerrero son los estados donde mayormente se registra este fenómeno.  

Para estos hogares la pobreza y la falta de oportunidades no es más que la negación del derecho elemental al 
consumo de los bienes y servicios que satisfacen las necesidades materiales que permiten a las personas tener 
unas condiciones dignas y mínimas de vida, según el progreso de la humanidad en cada momento histórico, 
comenzando por el disfrute de una ocupación estable y un ingreso equitativo. Este derecho es hoy uno de los 
más importantes componentes del concepto moderno de libertad. Lo grave es que cuando se tiene una 
proporción muy grande de la población al margen del desarrollo, estamos en presencia de una sociedad que se 
ha acostumbrado a la injusticia social y la carencia del ejercicio básico de las libertades fundamentales.  

Por tanto, es no sólo oportuno sino imprescindible insistir en la formulación de estrategias que permitan una 
mejor y correcta redistribución del ingreso a mediano y largo plazo.  

De los retos del Estado en el siglo 21 el combate a la pobreza y la disminución de la brecha entre ricos y pobres 
debe ser prioridad. Reflejo de esto es que uno de los grandes desafíos de este siglo sea el como poner freno y 
resolver los importantes focos de desigualdad y exclusión que todavía hay en el mundo.  

La desigualdad debe entenderse como la desproporción que existe entre individuos en lo económico, político y 
social, pero también en el acceso a oportunidades de desarrollo.  

De ahí que hablar de igualdad, sea referirse a una participación ciudadana plena, de autonomía, 
empoderamiento y responsabilidad social, sustentabilidad medio ambiental y acceso en las mismas condiciones 
para todos, al bienestar y a los servicios esenciales.  

Si bien como representantes populares tenemos un compromiso social: ¿Cuáles son las medidas que podemos 
procurar frente a este escenario de vulnerabilidad de las familias numerosas en México?  

La principal herramienta para revertir la desigualdad son las políticas públicas, porque sólo a través de estas se 
podrá hacer un reparto equitativo de los recursos, extender los derechos e igualar las oportunidades.  



Al hablar de políticas públicas es imprescindible el reforzar al Estado con más y mejores capacidades, y 
herramientas que le doten de usa estructura jurídica acorde a la realidad, porque esté es el principal responsable 
de la defensa de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la democracia.  

A la par de esto, el Estado debe procurar el empoderamiento de sus integrantes, la participación de la sociedad 
civil y la construcción de proyectos sustentables a largo plazo. Lo anterior se reflejará en un incremento de la 
capacidad individual para ser más autónomo y autosuficiente, depender menos de la provisión estatal de 
servicios o empleo, así como tener un espíritu emprendedor para crear microempresas. También implica 
mejorar el acceso tanto a los mercados como a las estructuras políticas, con el fin de poder participar en la toma 
de decisiones económicas y políticas.  

En definitiva, supone en realidad un proceso que lleva a una forma de participación, pero que no cuestiona las 
estructuras existentes.  

La experiencia nos ha demostrado lo importante que es adecuar y modernizar la ley, las reformas y adiciones a 
nuestras normas no solo nos muestran un derecho viviente, sino además, que se busque responder a las 
exigencias de las nuevas realidades nacionales e internacionales, y estar a la vanguardia de los cambios que de 
ella derivan. Es un hecho irrebatible, como ya se ha demostrado que el contexto mundial hoy nos impone 
nuevos retos y necesidades.  

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consideración de esta honorable asamblea el siguiente:  

Decreto  

Se crea la Ley General de Protección a las Familias Numerosas  

Artículo Único. Ley General de Protección a las Familias Numerosas  

Título Primero  
Disposiciones Generales  

Capítulo I  
Objeto  

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés social y de observancia general en todo el territorio 
nacional, y tiene por objeto:  

El brindar beneficios con la finalidad primordial de contribuir a promover las condiciones para que la igualdad 
de los miembros de las familias numerosas sea real y efectiva, en el acceso y goce de los bienes económicos, 
sociales y culturales.  

Capítulo II  
Beneficiarios  

Artículo 2. Para los efectos de esta ley, se entiende por familia numerosa a la integrada por uno o dos 
ascendientes con tres o más hijos, sean o no comunes.  

Se equiparan a familias numerosas, a los efectos de esta ley, las familias constituidas por:  

I. Uno o dos ascendientes con dos hijos, sean o no comunes, siempre que al menos uno de éstos cuente 
con alguna discapacidad que no le permita valerse por si mismo.  

II. Dos ascendientes, cuando ambos fueran discapacitados, o al menos, uno de ellos tuviera un grado de 
discapacidad que no les permita valerse por si mismo, con dos hijos, sean o no comunes.  



III. El padre o la madre divorciados que conste en resolución judicial firme, con tres o más hijos, sean o 
no comunes, siempre que se encuentren bajo su dependencia económica y radiquen en el domicilio del 
ascendiente que cuente con la guarda y custodia legalmente designada.  

En este supuesto, el progenitor que solicite el reconocimiento de familia numerosa, deberá presentar la 
resolución judicial en la que se declare su obligación de guarda y custodia.  

IV. Dos o más hermanos huérfanos de padre y madre sometidos a tutela.  

V. Tres o más hermanos huérfanos de padre y madre, mayores de 18 años, o dos, si uno de ellos es 
discapacitado, que habiten en el mismo domicilio y tengan una dependencia económica entre ellos. 

A los efectos de esta ley, se consideran ascendientes al padre, a la madre o a ambos conjuntamente cuando 
exista vínculo conyugal.  

Se equipara a la condición de ascendiente a la persona o personas que, a falta de los mencionados en el párrafo 
anterior, tuvieran a su cargo la tutela, guarda o custodia de los hijos, siempre que éstos convivan con ellos y 
exista resolución judicial que lo justifique.  

Tendrán la misma consideración que los hijos las personas sometidas a tutela.  

Asimismo se entenderá por discapacitado aquella persona que tenga reconocido un grado de discapacidad por 
autoridad competente.  

Artículo 3. Para que sea reconocido y se mantenga el derecho a ostentar la condición de familia numerosa, los 
descendientes deberán reunir las siguientes condiciones:  

I. Ser solteros y menores de 18 años de edad, o ser discapacitados cualquiera que fuese su edad. Tal 
límite de edad se ampliará hasta los 25 años de edad, siempre y cuando se encuentre cursando estudios 
que se consideren adecuados a su edad o encaminados a la obtención de un puesto de trabajo.  

II. Convivir con el ascendiente o ascendientes. Se entenderá en todo caso que la separación transitoria 
motivada por razón de estudios, trabajo, tratamiento médico, rehabilitación u otras causas similares no 
rompen la convivencia familiar.  

III. Depender económicamente del ascendiente o ascendientes. Se considerará que se mantiene la 
dependencia económica cuando:  

A. El hijo no menor de 18 años y no mayor de 25 contribuya al sostenimiento de la familia y exista un 
único ascendiente.  

B. El hijo no menor de 18 años y no mayor de 25 años que contribuya al sostenimiento de la familia y 
uno de los ascendientes, sean discapacitados, jubilados o mayor de 65 años de edad, siempre que los 
ingresos de éste no sean superiores a 5 salarios mínimos determinados por la autoridad competente.  

IV. Nadie podrá ser computado, a los efectos de esta ley, en dos unidades familiares al mismo tiempo. 

Artículo 4. Las familias numerosas, por razón del número de hijos que reúnan las condiciones de los artículos 2 
y 3 de esta ley, se clasificarán en alguna de las siguientes categorías:  

I. Extensas: las de cinco o más hijos.  
II. General: las restantes unidades familiares. 

No obstante, las unidades familiares con tres hijos se clasificarán en la categoría extensas cuando uno o más de 
estos sean discapacitados.  



Cada hijo discapacitado, se computará como dos para determinar la categoría en que se clasifica la unidad 
familiar de la que forma parte.  

Artículo 5. La condición de familia numerosa se acreditará mediante el título oficial establecido al efecto, que 
será otorgado cuando se reúnan los requisitos establecidos en esta ley, a petición de cualquiera de los 
ascendientes o tutor de la unidad familiar con capacidad legal.  

Corresponde a la oficina del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) que tenga jurisdicción el en 
territorio de residencia del solicitante la competencia para el reconocimiento de la condición de familia 
numerosa, así como para la expedición, verificación de los datos y renovación del título que acredita dicha 
condición y categoría.  

Para un mejor control del título expedido, el Sistema Nacional DIF, en coordinación con los DIF estatales y 
municipales crearan un padrón nacional de beneficiarios de dicho título, pudiendo verificar los datos de estos en 
cualquier momento, y dejar sin efectos aquel título que no cumpla con los requisitos impuestos por esta ley.  

A los efectos de esta ley, este título tendrá validez en todo el territorio nacional sin necesidad de acto alguno de 
reconocimiento.  

Artículo 6. El título de familia numerosa tendrá una duración de un año y deberá renovarse anualmente, se 
dejará sin efecto cuando varíe el número de miembros de la unidad familiar o las condiciones que dieron 
motivo a la expedición del título y ello suponga un cambio de categoría o la pérdida de la condición de familia 
numerosa.  

Artículo 7. Los beneficios concedidos a las familias numerosas surtirán efectos desde la fecha de expedición 
del título o renovación del mismo.  

El título que reconozca la condición de familia numerosa mantendrá sus efectos durante todo el período a que 
se refiere el artículo 6, o hasta el momento en que proceda modificar la categoría en que se encuentre 
clasificada la unidad familiar o dejen de concurrir las condiciones exigidas para tener la consideración de 
familia numerosa.  

Artículo 8. Las resoluciones administrativas relativas al reconocimiento de la condición de familia numerosa, 
de renovación, modificación, caducidad del correspondiente título serán recurribles ante la jurisdicción 
correspondiente.  

Título II  
Protección de la Familia Numerosa  

Capítulo I  
Derechos y Beneficios  

Artículo 9. Los miembros de las familias numerosas tendrán trato preferente, de acuerdo con lo que se 
determine por la autoridad competente en la normativa aplicable, en los siguientes ámbitos:  

I. La concesión de becas y ayudas en materia educativa, así como para la adquisición de libros y demás 
material didáctico.  

II. Incersión con carácter prioritario en los programas de desarrollo social tendientes al mejoramiento 
del nivel de vida de la familia numerosa en cualquier nivel de gobierno.  

III. El acceso a centros cívicos, culturales y de esparcimiento, demás locales y espacios o actividades de 
ocio que dependan de la autoridad competente en el nivel de gobierno que se determine. 



Artículo 10. Los Ejecutivos federal, estatales y municipales, así como las instituciones de enseñas pública 
establecerán un régimen de exenciones y bonificaciones para los miembros de las familias numerosas que 
tengan reconocida tal condición, en relación con las tasas y precios por la prestación de servicios o la 
realización de actividades de su competencia en los siguientes ámbitos:  

I. El acceso a los bienes y servicios sociales, culturales, deportivos y de ocio.  
II. El acceso a las pruebas de selección para el ingreso a instituciones públicas.  
III. Los transportes públicos. 

En el ámbito de la educación se establecen los siguientes beneficios:  
A. En todos los regímenes, niveles y ciclos tendrá lugar una exención del 100 por ciento a los miembros 
de las familias numerosas clasificadas en la categoría extensas y una bonificación del 50 por ciento para 
los de categoría general de las tasas o precios públicos que se apliquen a los derechos de matriculación y 
examen, por expedición de títulos y diplomas académicos, docentes y profesionales, y cualesquiera otras 
tasas o precios públicos establecidos en el citado ámbito.  

B. Se otorgará prioridad a las familias numerosas que tengan en su seno a hijos discapacitados. 

Para establecer la cuantía de los beneficios, se tendrá en cuenta el carácter esencial y las características de cada 
servicio, así como las categorías de familia numerosa establecidas en el artículo 4.  

Artículo 11. Los Ejecutivos federal, estatales y municipales adoptarán las medidas necesarias para que las 
entidades, empresas y establecimientos que presten servicios o realicen actividades de interés general sujetos a 
obligaciones propias del servicio público concedan un trato más favorable para los miembros de las familias 
numerosas que tengan reconocida tal condición en las contraprestaciones que deban satisfacer.  

Artículo 12. Los Ejecutivos federal, estatales y municipales fomentarán la responsabilidad social de las 
empresas, de los agentes económicos y sociales, a fin de establecer un tratamiento preferencial, que facilite y 
priorice el acceso al mercado laboral, a la vivienda, al crédito, a los bienes y servicios culturales, incluyendo las 
actividades deportivas y de ocio, de los miembros de las familias numerosas que tengan reconocida tal 
condición.  

Artículo 13. El Ejecutivo federal y estatales, en el ámbito de su competencia y atribuciones, deberá garantizar a 
las familias numerosas beneficios en relación con el acceso a la vivienda en las siguientes materias:  

I. Incremento del límite de ingresos computables para el acceso a viviendas.  

II. Acceso preferente a préstamos concedidos por entidades de crédito públicas o privadas, para la 
adquisición de vivienda.  

III. Establecimiento de condiciones especiales en los montos máximos de crédito, y demás ayudas 
económicas directas de carácter especial previstas para la adquisición de vivienda.  

IV. Adjudicación de vivienda, o en su caso, un cupo reservado de viviendas destinados a familias 
numerosas.  

V. Facilitar el cambio a otra vivienda de mayor superficie cuando se produzca una ampliación del 
número de miembros de la familia numerosa.  

VI. Facilitar la adaptación de la actual vivienda o cambio a otra vivienda que cumpla las condiciones de 
accesibilidad adecuadas a la discapacidad que afecte a un miembro de una familia numerosa cuando la 
actual no las reúna. 

Además de lo anterior podrá establecerse en la normatividad correspondiente, una superficie superior mayor a 
la mínima prevista para la construcción de vivienda cuando sean destinadas para su uso como domicilio 
habitual y permanente de familias numerosas, de acuerdo con su composición.  



Artículo 14. Los Ejecutivos federal, estatales y municipales, en el ámbito de sus competencias, deberán 
garantizar a las familias numerosas beneficios fiscales para compensar su situación económica, en función de 
las cargas que soportan y favorecer la conciliación de la vida familiar y laboral de los padres y madres 
trabajadores.  

Título III  
Régimen de obligaciones, infracciones y sanciones  

Artículo 15. Las personas que formen parte de unidades familiares a las que se haya reconocido el título de 
familia numerosa están obligadas a comunicar a la autoridad competente mencionada en el artículo 5, en un 
plazo máximo de 20 días naturales, cualquier variación que se produzca en su familia, siempre que éstas deban 
ser tenidas en cuenta a efectos de la modificación o extinción del derecho a tal título.  

Asimismo, están obligadas a presentar, dentro del primer mes de cada año, el trámite de renovación si es 
procedente, así como la documentación correspondiente para su clasificación en las categorías extensa o 
general, o para acreditar los requisitos de dependencia económica.  

Artículo 16. Este régimen sancionador tiene por objeto garantizar la observancia de los requisitos, condiciones 
y obligaciones que deben cumplir los beneficiarios que formen parte de unidades familiares que tengan 
reconocida la condición de familia numerosa.  

Constituyen infracciones administrativas las conductas y los hechos tipificados en el apartado siguiente cuando 
en ellas intervenga dolo, culpa o simple negligencia.  

A estos efectos, se considera responsable a cualquiera de los miembros que integre la familia numerosa que 
realice alguna de las conductas o de los hechos constitutivos de infracción administrativa.  

Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves, Son infracciones leves:  

I. La no comunicación a la autoridad competente, en el plazo máximo de 20 días naturales, de cualquier 
variación que se produzca en la familia que deba ser tenida en cuenta a efectos de la modificación o 
extinción del derecho al título.  

II. La no presentación ante la autoridad competente, durante el primer mes de cada año, del trámite de 
renovación del título.  

III. La negativa de exhibir el título cuando exista obligación de hacerlo. 

Son infracciones graves:  
I. La comisión de tres infracciones leves cuando haya recaído sanción.  

II. La falsedad de información, requisitos o condiciones exigidos por la ley para obtener o mantener la 
condición de familia numerosa.  

III. La falsificación del título oficial de familia numerosa.  
IV. La cesión del título a personas ajenas no amparadas por éste.  
V. La posesión o uso indebido o abusivo del título oficial de familia numerosa. 

Constituirá infracción muy grave la comisión de dos o más infracciones graves cuando haya recaído sanción.  

Sin perjuicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar, las sanciones que se podrán imponer a las 
personas que incurran en alguna de las infracciones mencionadas en el anterior apartado son las siguientes.  

A. Por infracciones leves:  



I. Amonestación individual por escrito.  
II. Suspensión de cualquiera de los derechos atribuidos a los beneficiarios del título de familia numerosa 
por un tiempo no superior a 6 meses.  

B. Por infracciones graves:  

I. Suspensión de todos los derechos atribuidos a los beneficiarios del título de familia numerosa por un 
tiempo no inferior a 6 meses y no superior a 12.  
II. Suspensión de alguno de los derechos atribuidos a los beneficiarios del título de familia numerosa 
por un tiempo superior a 6 meses e inferior a 2 años.  

C. Por infracciones muy graves:  

I. Suspensión de todos los derechos atribuidos a los beneficiarios del título de familia numerosa por un 
período de 12 meses a 2 años.  
II. Pérdida de la condición de beneficiario. 

En consideración a la gravedad de la infracción, podrá adoptarse como medida provisional, mientras se tramita 
el procedimiento de sanción, la suspensión de los efectos del reconocimiento de la condición de familia 
numerosa, de acuerdo con los principios y garantías establecidas en las leyes que correspondan.  

Artículo 17. El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) en sus tres niveles, y en función de las 
atribuciones desarrollarán el régimen de sanciones previsto en el artículo anterior y lo aplicarán conforme a lo 
que establezcan el régimen jurídico de la administración pública y del procedimiento administrativo.  

Transitorios  

Artículo Primero. La presente reforma entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Artículo Segundo. El titular del Poder Ejecutivo federal adoptará las medidas correspondientes para la 
promulgación y publicación del reglamento de la presente ley, a efecto que su entrada en vigor sea simultánea 
con el reglamento respectivo.  

Artículo Tercero. Se derogan todas aquellas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas que en lo 
conducente se opongan a los términos, contenidos, efectos y alcances de la presente ley.  

Artículo Cuarto. Publíquese el presente decreto en el Diario Oficial de la Federación.  

Recinto Legislativo de San Lázaro, a 29 de noviembre de 2007.  

Diputado Mario Enrique del Toro (rúbrica)  
   
   

 


